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MINISTERIO 
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

 11.499/05. Anuncio del Tribunal Económico-Ad-
ministrativo Central, Vocalía Quinta, por el que 
se hace pública la notificación de la resolución 
del expediente R.G.-4421-03 y R.S.-494.03.

El Tribunal Económico-Administrativo Central, en 
Sala, en el recurso ordinario de alzada interpuesto por el 
contribuyente Remite, S. L. (NIF B78889250), con do-
micilio a efectos de notificaciones en la calle Cromo, n.º 1, 
28045 Madrid, contra la resolución del Tribunal Econó-
mico-Administrativo Regional de Madrid, de 24 de junio 
de 2003, relativa al Impuesto sobre el Valor Añadido (en 
adelante IVA) y los ejercicios 1996 y 1997, por importe 
de 68.831.193 pesetas, acuerda: Desestimar el presente 
recurso, conformando la resolución recurrida.

Lo que notifico reglamentariamente a Vd. advirtién-
dole que contra esta resolución definitiva en vía econó-
mico-administrativa puede interponer recurso contencio-
so-administrativo ante la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo de la Audiencia Nacional en el plazo de dos 
meses a contar del día siguiente a la fecha de este edicto.

Madrid, 14 de marzo de 2005.–Antonio Longás La-
fuente, Vocal. 

 11.581/05. Anuncio de la Entidad Pública Empre-
sarial Loterías y Apuestas del Estado por el que se 
hace público haberse autorizado la celebración 
de una rifa, exenta de impuestos, a Cruz Roja 
Española.

Por resolución del Ministerio de Economía y Hacien-
da de 8 de marzo de 2005, ha sido autorizada la celebra-
ción de una rifa, exenta de impuestos, a Cruz Roja Espa-
ñola, debiendo verificarse la adjudicación de los premios 
mediante sorteo a celebrar, ante notario, el día veintiuno 
de julio de dos mil cinco.

La venta de las papeletas, en todas y cada una de las 
cuales deberá figurar la particularidad de los premios, se 
llevará a cabo, a través de la propia organización de Cruz 
roja Española y de personas y entidades colaboradoras de 
reconocido prestigio y solvencia.

La rifa ha de sujetarse en su procedimiento a cuanto 
dispone la legislación vigente.

Madrid, 11 de marzo de 2005.–El Director General, 
Fdo.: Jesús V. Evangelio Rodríguez. 

 11.598/05. Anuncio de la Subdirección General de 
Inspección y Control de la Dirección General de 
Fondos Comunitarios por el que se notifica el 
decaimiento de derechos de un expediente de in-
centivos regionales.

De conformidad con lo establecido en el artículo 59.5 
de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, 
por el presente edicto se pone en conocimiento de la 
empresa Peldaño Innovación, S. L., titular del expediente 
CS/531/P12 (D2004/7), que por Resolución de la Direc-
ción General de Fondos Comunitarios de fecha 16 de fe-
brero de 2005, se ha resuelto declarar la cancelación y 
archivo del expediente citado. Se reproduce a continua-
ción el texto íntegro de dicha Resolución, detallándose 
después los datos contenidos en el Anexo de la misma 
correspondientes a este expediente:

Resolución de 16 de febrero de 2005, de la Dirección 
General de Fondos Comunitarios, por la que se procede a 
la cancelación y archivo de expedientes de incentivos.

A las empresas relacionadas en el anexo de esta Reso-
lución, por Acuerdo de la Comisión Delegada del Gobier-
no para Asuntos Económicos de 24 de febrero de 2000 y 
21 de junio de 2001 y por Ordenes del Ministerio de Eco-
nomía de 11 de abril de 2001 y 25 de octubre de 2001 y 14 
de junio de 2002, se les concedieron incentivos regionales 
de acuerdo con lo establecido en la Ley 50/1985, de 27 de 
diciembre y en la normativa de desarrollo.

En las correspondientes resoluciones individuales, 
que en su día fueron debidamente aceptadas, se fijaba el 
plazo de un año para acreditar la disponibilidad de un 
nivel de autofinanciación (condición 2.4), tal como apa-
rece definido en las respectivas resoluciones individua-
les, así como la realización de, al menos, el 25% de las 
inversiones aprobadas (condición 2.5).

Transcurrido el plazo señalado no se ha acreditado el 
cumplimiento de dichas condiciones, de acuerdo con la 
comunicación del órgano competente de la Comunidad 
Autónoma.

En la instrucción de los expedientes se han observado 
las formalidades legales, habiéndose concedido a las 
empresas afectadas los plazos preceptivos para el cum-
plimiento de los trámites de formulación de alegaciones 
y de audiencia previstos en el artículo 84 de la de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

De las actuaciones realizadas resulta probado que los 
titulares de los expedientes anexados no han acreditado 
haber cumplido en tiempo y forma las obligaciones que 
contrajeron en la aceptación de las correspondientes re-
soluciones individuales.

Vistos: La Ley 50/1985, de 27 de diciembre; los artí-
culos 28.3, 31 y 33.1 del Real Decreto 1535/1987, de 11 
de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento que 
desarrolla dicha Ley, modificado parcialmente por los 
Reales Decretos 897/1991, de 14 de junio, 302/1993, de 
26 de febrero, 2315/1993, de 29 de diciembre y 78/
1997, de 24 de enero; el Real Decreto 553/2004, de 17 
de abril, y el Real Decreto 1552/2004, de 25 de junio, 
por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del 
Ministerio de Economía y Hacienda; el apartado Segun-
do, punto 5, de la Orden Ministerial de 23 de mayo de 
1994 y demás legislación aplicable al caso, así como los 
informes y demás documentación que obran en los res-
pectivos expedientes.

Esta Dirección General resuelve: Declarar a los 
interesados en los citados expedientes decaídos en 
sus derechos, con la consiguiente pérdida de la sub-
vención concedida y archivo de los expedientes, por 
no haber acreditado la disponibilidad de un nivel de 
autofinanciación, la realización de, al menos, el 25% 
de las inversiones aprobadas o ambas condiciones, 
dentro de los plazos señalados según se refleja en el 
citado anexo. Debe publicarse la presente Resolución 
en el Boletín Oficial del Estado conforme a lo dis-
puesto en el artículo 60 de la Ley 30/1992, todo ello 
sin perjuicio de efectuar la notificación de la misma a 
los interesados.

Contra la presente resolución los interesados podrán 
interponer recurso de alzada ante el Excmo. Sr. Vicepre-
sidente Segundo y Ministro de Economía y Hacienda, en 
el plazo de un mes, contado a partir del día siguiente de 
la notificación individual.

Madrid, 16 de febrero de 2005.–El Director general, 
José Antonio Zamora Ridríguez.

Datos del anexo: «Expediente: CS/531/P12; Empresa: 
Peldaño Innovación, S. L.; Condiciones incumplidas de 
la Resolución Individual: 2.4 y 2.5».

Madrid, 18 de marzo de 2005.–El Subdirector general 
de Inspección y Control, Rafael Cortés Sánchez. 

MINISTERIO DEL INTERIOR
 11.518/05. Anuncio de la Subdirección General de 

Asilo por el que se cita a entrevista a Jean Calude 
Sumay Dippo y otros.

Al no haber sido posible practicar la notificación en el 
último domicilio de los interesados, conocido por esta 
Subdirección, y dando cumplimiento en lo dispuesto en 
el artículo 59.4 de la Ley 30/1992, Ley de Régimen Jurí-
dico de las Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común, por el presente anuncio 
se comunica la fecha en que deben comparecer en la 
Oficina de Asilo y Refugio, c/ Pradillo, n.º 40, de Madrid, 
para realizar una entrevista personal con el Instructor del 

expediente, por ser este trámite indispensable para dictar 
Resolución de su solicitud de asilo, a las personas que se 
relacionan:

Jean Claude Sumay Dippo, el día 2 de junio de 2005.
Ashot Avalyan, el día 27 de junio de 2005.
Magomed Aleskenderov, el día 4 de julio de 2005.
Temirlan Mogomedov, el día 8 de julio de 2005.
Mounir Belahbib, el día 11 de julio de 2005.
Temur Arbolishvili, el día 14 de julio de 2005.
Ioseb Gagoshvili, el día 18 de julio de 2005.
Igor Alekceevich Furga, el día 22 de julio de 2005.

Se les comunica que transcurridos tres meses sin que 
se hayan puesto en contacto con esta Oficina, se produci-
rá la caducidad de su expediente.

Madrid, 17 de marzo de 2005.–Subdirector general de 
Asilo, Julián Prieto Hergueta. 

MINISTERIO DE FOMENTO
 11.760/05. Anuncio de la Subdirección General de 

Recursos sobre notificación de la resolución recaída 
en los recursos administrativos n.º 30-31-32/2004.

Al no haberse podido practicar la notificación perso-
nal al interesado conforme dispone el artículo 59.4 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, modificada por la Ley 4/1999, 
de 13 de enero, y en aplicación de lo dispuesto en el mis-
mo artículo, deben publicarse, a efectos de notificación, 
las resoluciones de los recursos de fecha 12 de noviem-
bre de 2004, adoptadas por el Secretario General de 
Transportes del Departamento, en los expedientes núme-
ros 30-31-32/2004.

«Examinado el recurso de alzada interpuesto por Ga-
lotrans, S. L. contra resolución de 19 de diciembre de 
2003, de la Dirección General de Transportes por Carre-
tera, que le sanciona con una multa de 60,00 euros por la 
comisión de una infracción leve consistente en superar en 
menos de un 20 por ciento los tiempos máximos de con-
ducción autorizados, infracción tipificada en el artículo 
142, apartado k), de la Ley 16/1987, de 30 de julio, de 
Ordenación de los Transporte Terrestres, en relación con 
el artículo 199, apartado l), del Real Decreto 1211/1990, 
de 28 de septiembre, por el que se aprueba el Reglamento 
de dicha Ley, y teniendo en cuenta los siguientes

Antecedentes de hecho

Primero.–El 3 de febrero de 2003 los servicios admi-
nistrativos de la Inspección General del Transporte soli-
citaron a la empresa Galotrans, S. L. los discos-diagrama 
originales de los tacógrafos de una relación de vehículos 
de la empresa.

Segundo.–El 11 de agosto de 2003 los Servicios Admi-
nistrativos levantaron acta de inspección IC/1586/2003 
contra la recurrente, en la que constaban los datos que fi-
guran en la resolución recurrida.

Tercero.–El 8 de septiembre de 2003, los Servicios de 
la Inspección del Transporte Terrestre de la Administra-
ción General del Estado incoaron procedimiento sancio-
nador con base en el acta referenciada. El acuerdo de ini-
ciación se notificó al interesado el 6 de octubre de 2003.

Cuarto.–El 10 de octubre de 2003, el denunciado pre-
sentó pliego de descargos en el que negaba los hechos 
trasladando la carga de la prueba y alegaba la inaplica-
ción del principio de proporcionalidad.

Quinto.–El 19 de diciembre de 2003, la Dirección 
General de Transportes por Carretera impuso al denun-
ciado una sanción de 60,00 euros por la comisión de una 
infracción leve consistente en superar en menos de un 20 
por ciento los tiempos máximos de conducción autoriza-
dos. La resolución fue notificada a la interesada el 23 de 
diciembre de 2003.

Sexto.–El 31 de diciembre de 2003, la recurrente 
interpuso recurso de alzada contra la resolución sancio-
nadora, solicitando su anulación alegando falta de 
acreditación de los hechos imputados, inobservancia 
del procedimiento sancionador y vulneración del prin-
cipio de proporcionalidad.
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Séptimo.–Al informar el recurso, la Inspección Gene-
ral del Transporte Terrestre señaló que tanto las alegacio-
nes contenidas en el escrito de interposición del recurso 
como las formuladas con anterioridad en el procedimien-
to seguido no desvirtuaban los fundamentos que sirvie-
ron para dictar la resolución impugnada.

Fundamentos de derecho

1. El escrito presentado por Galotrans, S. L. debe 
calificarse como recurso de alzada interpuesto contra la 
resolución de 19 de diciembre de 2003, de la Dirección 
General de Transportes por Carretera.

2. La recurrente está legitimada conforme a lo pre-
visto en el artículo 107 en relación con el artículo 31, 
ambos de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, al tener la 
condición de interesada.

El acto objeto del recurso es susceptible de impugna-
ción en el caso presente conforme a los artículos 107
 y 114 también de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

El recurso ha sido interpuesto en tiempo hábil y reúne 
los requisitos formales establecidos en el artículo 110 de 
la Ley 30/1992.

La competencia para resolver corresponde al Secreta-
rio General de Transportes.

3. El objeto del recurso se ciñe a determinar si la 
mencionada resolución de la Dirección General de Trans-
portes por Carretera es conforme a derecho.

4. En la resolución recurrida no se aprecia la concu-
rrencia de ninguna de las causas de nulidad alegadas en el 
escrito del recurrente.

La recurrente se limita a negar la veracidad de los he-
chos que dieron lugar al expediente sancionador. La re-
currente está obligada a probar los hechos alegados de 
conformidad con el artículo 217 de la Ley de Enjuicia-
miento Civil, de aplicación al procedimiento administra-
tivo a falta de mención expresa en la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Co-
mún. Por otra parte, la simple alegación de la presunción 
de inocencia no supone la inversión de la carga de la 
prueba. La autenticidad de los hechos por los que se im-
puso la sanción ahora recurrida está debidamente acredi-
tada no sólo por la denuncia del funcionario intervinien-
te, que goza de veracidad de conformidad con lo 
establecido en el artículo 137.3 de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre en relación con el artículo 33 de la Ley 
16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los Transpor-
tes Terrestres, al no haberse aportado prueba en contra-
rio, sino también por el disco-diagrama obrante en las 
actuaciones que prueba que fueron superados los tiempos 
máximos de conducción autorizados.

También debe desestimarse el segundo motivo de 
impugnación de la recurrente, inobservancia del procedi-
miento sancionador, toda vez que, como consta en el ex-
pediente, se han observado escrupulosamente los princi-
pios regulados en el capítulo II del libro IX de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, así como los del capítulo IV del Real 
Decreto 1211/1990, de 28 de septiembre, por el que se 
aprueba el Reglamento de la Ley de Ordenación de los 
Transportes Terrestres.

Por otra parte, la documentación solicitada por la 
recurrente se encuentra a su disposición en las depen-
dencias de la Inspección General del Transporte Terres-
tre de la Dirección General de Transportes por Carrete-
ra del Ministerio de Fomento, con el número de 
referencia IC/01586/2003,conforme a lo establecido en 
el artículo 35 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común y en el Real 
Decreto 772/1999, de 7 de mayo, por el que se regula la 
presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones 
ante la Administración General del Estado, la expedi-
ción de copias de documentos y devolución de origina-
les y el régimen de las oficinas de Registro. Y, a mayor 
abundamiento, la recurrente pudo tener acceso a la tota-
lidad de las actuaciones practicadas en el trámite de 
audiencia que le fue concedido.

Igual suerte desestimatoria debe correr la alegación de 
vulneración del principio de proporcionalidad. El ar-
tículo 201 del Reglamento que desarrolla la Ley de Orde-
nación de los Transportes Terrestres establece que la 
cuantía de la sanción que se imponga, dentro de los lími-
tes establecidos en el mismo artículo, se graduará de 

acuerdo con la repercusión social de la infracción, la in-
tencionalidad, el daño causado, en su caso, o el número 
de infracciones cometidas. Calificados los hechos impu-
tados como infracciones a tenor de lo establecido en las 
normas de ordenación del transporte terrestre, y siendo 
sancionables en aplicación de lo dispuesto en el artículo 
201 del Reglamento que desarrolla la Ley de Ordenación 
de los Transportes Terrestres con multa cuyo importe ha 
de quedar establecido en el intervalo que se señala, el 
órgano sancionador ha impuesto la sanción que estimó 
procedente dentro del rango establecido legalmente y 
graduándola conforme a los criterios señalados, sin que 
se aprecie existencia alguna de invalidez o desviación de 
poder en la resolución dictada.

En su virtud,
Esta Secretaría General de Transportes, de conformi-

dad con la propuesta formulada por la Subdirección Ge-
neral de Recursos, ha resuelto desestimar el recurso de 
alzada interpuesto por Galotrans, S. L. contra resolución 
de 19 de diciembre de 2003, de la Dirección General de 
Transportes por Carretera, que le sanciona con una multa 
de 60,00 euros por la comisión de una infracción leve 
consistente en superar en menos de un 20 por ciento los 
tiempos máximos de conducción autorizados, resolución 
que se declara subsistente y definitiva en vía administra-
tiva.

Contra la presente resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, cabe recurso contencioso-administrativo ante 
los Juzgados Centrales de lo Contencioso-administrati-
vo, en el plazo de dos meses contados desde el día si-
guiente a su notificación.

La referida multa deberá hacerse efectiva dentro del 
plazo de quince días hábiles a partir del siguiente al de la 
notificación de la presente resolución. Transcurrido di-
cho plazo sin haber satisfecho la sanción impuesta en 
periodo voluntario, se exigirá ésta en vía ejecutiva, según 
lo establecido en los artículos 146 de la LOTT y 215 de 
su Reglamento de aplicación, incrementada con el recar-
go de apremio y, en su caso, los correspondientes intere-
ses de demora.

La multa impuesta deberá hacerse efectiva mediante 
ingreso o transferencia en la cuenta corriente núm. 
0200000470, D.C. 42, del BBVA, entidad 0182, oficina 
9002 del Paseo de la Castellana núm. 67 de Madrid, ha-
ciendo constar expresamente el número del expediente 
sancionador.»

«Examinado el recurso de alzada interpuesto por Galo-
trans, S. L. contra resolución de 19 de diciembre de 2003, 
de la Dirección General de Transportes por Carretera, que 
le sanciona con multa totalizada de 600,00 euros por la 
comisión de tres infracciones leves consistente en exceder 
los tiempos máximos de conducción autorizados por no 
guardar las interrupciones reglamentarias, infracción tipi-
ficada en el artículo 142, apartado k), de la Ley 16/1987, 
de 30 de julio, de Ordenación de los Transporte Terrestres, 
en relación con el artículo 199, apartado l), del Real Decre-
to 1211/1990, de 28 de septiembre, por el que se aprueba 
el Reglamento de dicha Ley, y teniendo en cuenta los si-
guientes

Antecedentes de hecho

Primero.–El 3 de febrero de 2003 los servicios admi-
nistrativos de la Inspección General del Transporte soli-
citaron a la empresa Galotrans, S. L. los discos-diagrama 
originales de los tacógrafos de una relación de vehículos 
de la empresa.

Segundo.–El 11 de agosto de 2003 los Servicios Admi-
nistrativos levantaron acta de inspección IC/1587/2003 
contra la recurrente, en la que constaban los datos que fi-
guran en la resolución recurrida.

Tercero.–El 8 de septiembre de 2003, los Servicios 
de la Inspección del Transporte Terrestre de la Admi-
nistración General del Estado incoaron procedimiento 
sancionador con base en el acta referenciada. El acuer-
do de iniciación se notificó al interesado el 6 de octubre 
de 2003.

Cuarto.–El 10 de octubre de 2003, el denunciado pre-
sentó pliego de descargos en el que negaba los hechos 
trasladando la carga de la prueba y alegando la inaplica-
ción del principio de proporcionalidad.

Quinto.–El 19 de diciembre de 2003, la Dirección 
General de Transportes por Carretera impuso al denun-
ciado una sanción totalizada de 600,00 euros por la comi-
sión de una infracción leve consistente en superar los 

tiempos máximos de conducción por no guardar las inte-
rrupciones reglamentarias. La resolución fue notificada a 
la interesada el 23 de diciembre de 2003.

Sexto.–El 31 de diciembre de 2003, la recurrente in-
terpuso recurso de alzada contra la resolución sanciona-
dora, solicitando su anulación alegando falta de acredita-
ción de los hechos imputados, inobservancia del 
procedimiento sancionador y vulneración del principio 
de proporcionalidad.

Séptimo.–El recurso ha sido informado por la Inspec-
ción General del Transporte Terrestre en sentido desfa-
vorable.

Fundamentos de derecho

1. El escrito presentado por Galotrans, S. L. debe 
calificarse como recurso de alzada interpuesto contra la 
resolución de 19 de diciembre de 2003, de la Dirección 
General de Transportes por Carretera.

2. La recurrente está legitimada conforme a lo pre-
visto en el artículo 107 en relación con el artículo 31, 
ambos de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, al tener la 
condición de interesada.

El acto objeto del recurso es susceptible de impugna-
ción en el caso presente conforme a los artículos 107 y 
114 también de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

El recurso ha sido interpuesto en tiempo hábil y reúne 
los requisitos formales establecidos en el artículo 110 de 
la Ley 30/1992.

La competencia para resolver corresponde al Secreta-
rio General de Transportes.

3. El objeto del recurso se ciñe a determinar si la 
mencionada resolución de la Dirección General de 
Transportes por Carretera es conforme a derecho.

4. En la resolución recurrida no se aprecia la concu-
rrencia de ninguna de las causas de nulidad alegadas en el 
escrito del recurrente.

La recurrente se limita a negar la veracidad de los he-
chos que dieron lugar al expediente sancionador. La re-
currente está obligada a probar los hechos alegados de 
conformidad con el artículo 217 de la Ley de Enjuicia-
miento Civil, de aplicación al procedimiento administra-
tivo a falta de mención expresa en la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Co-
mún. Por otra parte, la simple alegación de la presunción 
de inocencia no supone la inversión de la carga de la 
prueba. La autenticidad de los hechos por los que se im-
puso la sanción ahora recurrida está debidamente acredi-
tada no sólo por la denuncia del funcionario intervinien-
te, que goza de presunción de veracidad de conformidad 
con lo establecido en el artículo 137.3 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre en relación con el artículo 33 de la 
Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los Trans-
portes Terrestres, al no haberse aportado prueba en con-
trario, sino también por el disco-diagrama obrante en las 
actuaciones que prueba que fueron superados los tiempos 
máximos de conducción autorizados.

5. También debe desestimarse el segundo motivo de 
impugnación de la recurrente, inobservancia del procedi-
miento sancionador, toda vez que, como consta en el ex-
pediente, se han observado escrupulosamente los princi-
pios regulados en el capítulo II del libro IX de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, así como los del capítulo IV del Real 
Decreto 1211/1990, de 28 de septiembre, por el que se 
aprueba el Reglamento de la Ley de Ordenación de los 
Transportes Terrestres.

Por otra parte, la documentación solicitada por la 
recurrente se encuentra a su disposición en las depen-
dencias de la Inspección General del Transporte Terres-
tre de la Dirección General de Transportes por Carrete-
ra del Ministerio de Fomento, con el número de 
referencia IC/01586/2003, conforme a lo establecido en 
el artículo 35 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común y en el Real 
Decreto 772/1999, de 7 de mayo, por el que se regula la 
presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones 
ante la Administración General del Estado, la expedi-
ción de copias de documentos y devolución de origina-
les y el régimen de las oficinas de Registro. Y, a mayor 
abundamiento, la recurrente pudo tener acceso a la tota-
lidad de las actuaciones practicadas en el trámite de 
audiencia que le fue concedido.
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6. Igual suerte desestimatoria debe correr la alega-
ción de vulneración del principio de proporcionalidad. El 
artículo 201 del Reglamento que desarrolla la Ley de 
Ordenación de los Transportes Terrestres establece que 
la cuantía de la sanción que se imponga, dentro de los lí-
mites establecidos en el mismo artículo, se graduará de 
acuerdo con la repercusión social de la infracción, la in-
tencionalidad, el daño causado, en su caso, o el número 
de infracciones cometidas. Calificados los hechos impu-
tados como infracciones a tenor de lo establecido en las 
normas de ordenación del transporte terrestre, y siendo 
sancionables en aplicación de lo dispuesto en el artículo 
201 del Reglamento que desarrolla la Ley de Ordenación 
de los Transportes Terrestres con multa cuyo importe ha 
de quedar establecido en el intervalo que se señala, el 
órgano sancionador ha impuesto la sanción que estimó 
procedente dentro del rango establecido legalmente y 
graduándola conforme a los criterios señalados, sin que 
se aprecie existencia alguna de invalidez o desviación de 
poder en la resolución dictada.

En su virtud,
Esta Secretaría General de Transportes, de conformi-

dad con la propuesta formulada por la Subdirección Ge-
neral de Recursos, ha resuelto desestimar el recurso de 
alzada interpuesto por Galotrans, S. L. contra resolución 
de 19 de diciembre de 2003, de la Dirección General de 
Transportes por Carretera, que le sanciona con una multa 
de 600,00 euros por la comisión de tres infracciones le-
ves consistente en exceder los tiempos máximos de con-
ducción autorizados por no guardar las interrupciones 
reglamentarias, resolución que se declara subsistente y 
definitiva en vía administrativa.

Contra la presente resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, cabe recurso contencioso-administrativo ante 
los Juzgados Centrales de lo Contencioso-administrati-
vo, en el plazo de dos meses contados desde el día si-
guiente a su notificación.

La referida sanción deberá hacerse efectiva dentro del 
plazo de quince días hábiles a partir del siguiente al de la 
notificación de la presente resolución. Transcurrido di-
cho plazo sin haber satisfecho la sanción impuesta en 
periodo voluntario, se exigirá ésta en vía ejecutiva, según 
lo establecido en los artículos 146 de la LOTT y 215 de 
su Reglamento de aplicación, incrementada con el recar-
go de apremio y, en su caso, los correspondientes intere-
ses de demora.

La multa impuesta deberá hacerse efectiva mediante 
ingreso o transferencia en la cuenta corriente núm. 
0200000470, D.C. 42, del BBVA, entidad 0182, oficina 
9002 del Paseo de la Castellana núm. 67 de Madrid, ha-
ciendo constar expresamente el número del expediente 
sancionador.»

«Examinado el recurso de alzada interpuesto por Galo-
trans, S. L. contra resolución de 19 de diciembre de 2003, 
de la Dirección General de Transportes por Carretera, que 
le sanciona con multa de 120,00 euros por la comisión de 
una infracción leve consistente en exceder los tiempos 
máximos de conducción autorizados en menos de un 20 
por ciento, infracción tipificada en el artículo 142, aparta-
do k), de la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de 
los Transporte Terrestres, en relación con el artículo 199, 
apartado l), del Real Decreto 1211/1990, de 28 de septiem-
bre, por el que se aprueba el Reglamento de dicha Ley, y 
teniendo en cuenta los siguientes

Antecedentes de hecho

Primero.–El 3 de febrero de 2003 los servicios admi-
nistrativos de la Inspección General del Transporte soli-
citaron a la empresa Galotrans, S. L. los discos-diagrama 
originales de los tacógrafos de una relación de vehículos 
de la empresa.

Segundo.–El 11 de agosto de 2003 los Servicios Admi-
nistrativos levantaron acta de inspección IC/1588/2003 
contra la recurrente, en la que constaban los datos que fi-
guran en la resolución recurrida.

Tercero.–El 8 de septiembre de 2003, los Servicios 
de la Inspección del Transporte Terrestre de la Admi-
nistración General del Estado incoaron procedimiento 
sancionador con base en el acta referenciada. El acuer-
do de iniciación se notificó al interesado el 6 de octubre 
de 2003.

Cuarto.–El 10 de octubre de 2003, el denunciado pre-
sentó pliego de descargos en el que negaba los hechos 

trasladando la carga de la prueba y alegando la inaplica-
ción del principio de proporcionalidad.

Quinto.–El 19 de diciembre de 2003, la Dirección 
General de Transportes por Carretera impuso al denun-
ciado una sanción de 120,00 euros por la comisión de una 
infracción leve consistente en superar los tiempos máxi-
mos de conducción en menos de un 20 por ciento. La re-
solución fue notificada a la interesada el 23 de diciembre 
de 2003.

Sexto.–El 31 de diciembre de 2003, la recurrente 
interpuso recurso de alzada contra la resolución san-
cionadora, solicitando su anulación alegando falta de 
acreditación de los hechos imputados, inobservancia 
del procedimiento sancionador y vulneración del prin-
cipio de proporcionalidad.

Séptimo.–Al informar el recurso, la Inspección Gene-
ral del Transporte Terrestre señaló que tanto las alegacio-
nes contenidas en el escrito de interposición del recurso 
como las formuladas con anterioridad en el procedimien-
to seguido no desvirtuaban los fundamentos que sirvie-
ron para dictar la resolución impugnada.

Fundamentos de derecho

I. El escrito presentado por Galotrans, S. L. debe 
calificarse como recurso de alzada interpuesto contra la 
resolución de 19 de diciembre de 2003, de la Dirección 
General de Transportes por Carretera.

II. La recurrente está legitimada conforme a lo pre-
visto en el artículo 107 en relación con el artículo 31, 
ambos de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, al tener la 
condición de interesada.

El acto objeto del recurso es susceptible de impugna-
ción en el caso presente conforme a los artículos 107 y 
114 también de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

El recurso ha sido interpuesto en tiempo hábil y reúne 
los requisitos formales establecidos en el artículo 110 de 
la Ley 30/1992.

La competencia para resolver corresponde al Secreta-
rio General de Transportes.

III. El objeto del recurso se ciñe a determinar si la 
mencionada resolución de la Dirección General de 
Transportes por Carretera es conforme a derecho.

IV. En la resolución recurrida no se aprecia la con-
currencia de ninguna de las causas de nulidad alegadas 
en el escrito del recurrente.

La recurrente se limita a negar la veracidad de los he-
chos que dieron lugar al expediente sancionador. La recu-
rrente está obligada a probar los hechos alegados de con-
formidad con el artículo 217 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, de aplicación al procedimiento administrativo a 
falta de mención expresa en la Ley 30/1992, de 26 de no-
viembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. Por 
otra parte, la simple alegación de la presunción de inocen-
cia no supone la inversión de la carga de la prueba. La 
autenticidad de los hechos por los que se impuso la san-
ción ahora recurrida está debidamente acreditada no sólo 
por la denuncia del funcionario interviniente, que goza de 
veracidad de conformidad con lo establecido en el ar-
tículo 137.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre en 
relación con el artículo 33 de la Ley 16/1987, de 30 de 
julio, de Ordenación de los Transportes Terrestres, al no 
haberse aportado prueba en contrario, sino también por el 
disco-diagrama obrante en las actuaciones que prueba que 
fueron superados los tiempos máximos de conducción 
autorizados.

También debe desestimarse el segundo motivo de im-
pugnación de la recurrente, inobservancia del procedi-
miento sancionador, toda vez que, como consta en el expe-
diente, se han observado escrupulosamente los principios 
regulados en el capítulo II del libro IX de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, así como los del capítulo IV del Real Decreto 
1211/1990, de 28 de septiembre, por el que se aprueba el 
Reglamento de la Ley de Ordenación de los Transportes 
Terrestres.

Por otra parte, la documentación solicitada por la 
recurrente se encuentra a su disposición en las depen-
dencias de la Inspección General del Transporte Terres-
tre de la Dirección General de Transportes por Carrete-
ra del Ministerio de Fomento, con el número de 
referencia IC/01586/2003, conforme a lo establecido en 
el artículo 35 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 

del Procedimiento Administrativo Común y en el Real 
Decreto 772/1999, de 7 de mayo, por el que se regula la 
presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones 
ante la Administración General del Estado, la expedi-
ción de copias de documentos y devolución de origina-
les y el régimen de las oficinas de Registro. Y, a mayor 
abundamiento, la recurrente pudo tener acceso a la tota-
lidad de las actuaciones practicadas en el trámite de 
audiencia que le fue concedido.

Igual suerte desestimatoria debe correr la alegación de 
vulneración del principio de proporcionalidad. El ar-
tículo 201 del Reglamento que desarrolla la Ley de Orde-
nación de los Transportes Terrestres establece que la 
cuantía de la sanción que se imponga, dentro de los lími-
tes establecidos en el mismo artículo, se graduará de 
acuerdo con la repercusión social de la infracción, la in-
tencionalidad, el daño causado, en su caso, o el número 
de infracciones cometidas. Calificados los hechos impu-
tados como infracciones a tenor de lo establecido en las 
normas de ordenación del transporte terrestre, y siendo 
sancionables en aplicación de lo dispuesto en el artículo 
201 del Reglamento que desarrolla la Ley de Ordenación 
de los Transportes Terrestres con multa cuyo importe ha 
de quedar establecido en el intervalo que se señala, el 
órgano sancionador ha impuesto la sanción que estimó 
procedente dentro del rango establecido legalmente y 
graduándola conforme a los criterios señalados, sin que 
se aprecie existencia alguna de invalidez o desviación de 
poder en la resolución dictada.

En su virtud,
Esta Secretaría General de Transportes, de conformi-

dad con la propuesta formulada por la Subdirección Ge-
neral de Recursos, ha resuelto desestimar el recurso de 
alzada interpuesto por Galotrans, S. L. contra resolución 
de 19 de diciembre de 2003, de la Dirección General de 
Transportes por Carretera, que le sanciona con una multa 
de 120,00 euros por la comisión de una infracción leve 
consistente en exceder los tiempos máximos de conduc-
ción autorizados en menos de un 20 por ciento, resolu-
ción que se declara subsistente en vía administrativa.

Contra la presente resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, cabe recurso contencioso-administrativo ante 
los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrati-
vo, en el plazo de dos meses contados desde el día si-
guiente a su notificación.

La referida sanción deberá hacerse efectiva dentro del 
plazo de quince días hábiles a partir del siguiente al de la 
notificación de la presente resolución. Transcurrido di-
cho plazo sin haber satisfecho la sanción impuesta en 
periodo voluntario, se exigirá ésta en vía ejecutiva, según 
lo establecido en los artículos 146 de la LOTT y 215 de 
su Reglamento de aplicación, incrementada con el recar-
go de apremio y, en su caso, los correspondientes intere-
ses de demora.

La multa impuesta deberá hacerse efectiva mediante 
ingreso o transferencia en la cuenta corriente núm. 
0200000470, D.C. 42, del BBVA, entidad 0182, oficina 
9002 del Paseo de la Castellana, núm. 67 de Madrid, ha-
ciendo constar expresamente el número del expediente 
sancionador.»

Madrid, 15 de marzo de 2005.–Subdirector General 
de Recursos, Isidoro Ruiz Girón. 

 11.812/05. Anuncio de la Dirección General de la 
Marítima Mercante sobre expedientes adminis-
trativos sancionadores. Expediente 05/220/0014 y 
otros.

Por el presente anuncio, la Dirección General de la 
Marina Mercante notifica a todos los interesados que a 
continuación se relacionan, aquellas notificaciones que 
han resultado infructuosas, correspondientes a Acuerdos 
de Iniciación, Propuestas de Resolución, Resoluciones y 
otras cuestiones, en cada caso, de expedientes adminis-
trativos sancionadores, por presuntas infracciones tipifi-
cadas en la Ley 27/1992, de 24 de Noviembre, de Puertos 
del Estado y de la Marina Mercante, o de las cuestiones 
que en cada caso se dice.

Asimismo se señala el lugar en donde los interesados 
disponen del Expediente completo que, en virtud de la 


